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Expediente 66001-31-10-001-2009-00398-01




Se resuelve la impugnación presentada por la accionante contra la sentencia proferida el dieciocho (18) de junio del presente año por el JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA de la ciudad, en esta Acción de Tutela promovida por LUZ DARY LONDOÑO HERNANDEZ en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-.

I. ANTECEDENTES:

Pretende la actora que se le tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad y a la vida digna que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada.

Manifiesta que es desplazada por la violencia desde el año 2001; que ha sido beneficiaria de un subsidio de vivienda y un proyecto productivo por parte de la accionada, pero que ha sido insuficiente, ya que no tiene empleo, es madre cabeza de familia y tiene una hija menor de edad. 
La accionada, expresa, al hacerle la visita domiciliaria en días anteriores, luego de que solicitara la prórroga de la ayuda humanitaria, le brindó la misma de manera residual, por lo que considera que sigue siendo insuficiente para cubrir sus gastos. 
Pide, entonces, que se le dé “una prorroga (sic) justificada como lo Reglamenta la ley y la continuidad de la misma ya que el minimo (sic) vital se encuentra comprometido”. 
A la tutela se le dio el trámite legal con pronunciamiento de la Agencia demandada que manifiesta que la accionante se encuentra incluida en el REGISTRO UNICO DE POBLACION DESPLAZADA –RUPD- desde el ocho (08) de marzo del dos mil dos (2002), por lo que le fueron entregados los componentes de ayuda humanitaria en forma completa e integral. Igualmente y de acuerdo con el seguimiento realizado al caso concreto, se programó el doce (12) de mayo del año que corre para la entrega de la atención humanitaria consistente en apoyo alojamiento por un (1) mes y asistencia alimentaria por igual tiempo. Asimismo, que conforme lo ha señalado la Corte Constitucional, la ampliación de la ayuda humanitaria es excepcional y se aplica exclusivamente a hogares incluidos en el RUPD, siempre que se encuentren en las circunstancias previstas en la sentencia T-025 de 2004, C-278 de 2007 y T—496 de 2007, es decir, en circunstancias de vulnerabilidad. 
El juez a-quo denegó la acción interpuesta porque consideró que la accionada le ha otorgado a la accionante la ayuda humanitaria de acuerdo con sus funciones, previamente establecidas en la ley 387 de 1997. 

Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna la accionante sin arguir nada en su favor. 
Se pasa a resolver el recurso previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




Los derechos que la actora estima se le están vulnerando o amenazando son el mínimo vital, la igualdad y la vida digna, consagrados en los artículos 53, 13 y 11 de la Constitución Nacional, en su orden.


Un análisis del expediente permite concluir, a primera vista, que le asiste razón al juez a-quo para negar el amparo pedido porque la accionada, en efecto, le ha otorgado a la accionante la ayuda humanitaria que requiere dentro del ámbito de sus competencias, por lo que habría lugar a confirmar el fallo impugnado. 




Sin embargo, dentro del plenario se observa que a folio diez (10) del cuaderno principal, la interesada impetró un derecho de petición ante el Coordinador de ACCION SOCIAL desde el 11 de marzo de esta anualidad, que guarda estrecha relación con los hechos y pretensiones de este amparo constitucional y con la contestación a la demanda. El mismo tiene dos (02) objetivos: el primero, que “se me tenga en cuenta para la ayuda humanitaria, ya que la situación es precaria” y el segundo, para que se le realice una “visita a mi casa para que comprueben los hechos que estoy exponiendo”. 
Pues bien, conforme a la manifestación que hizo la tutelante en el escrito de tutela el cinco (05) de junio, en una forma no muy ortodoxa, pero que claramente se desprende que la accionada sí le hizo la visita domiciliaria y le otorgó la ayuda humanitaria (se presume, de acuerdo con el derecho de petición por ella realizado), pero que a esa fecha, la tutelante la sigue requiriendo, aduciendo que lo otorgado es “reducido” o “insuficiente” para cubrir sus gastos, con lo cual se afecta el mínimo vital. 
La AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- al contestar los hechos, indicó que “de acuerdo al seguimiento realizado al caso específico de la accionante LUZ DARY LONDOÑO HERNANDEZ se programó el día 12 de mayo de 2009 la entrega de la Atención Humanitaria consistente en Apoyo Alojamiento por un (1) mes y Asistencia Alimentaria por un (1) mes”.  
Por tanto, al momento de presentarse la acción de tutela (05 de junio), ya ACCION SOCIAL le había realizado la visita y brindado la ayuda humanitaria, la cual, se insiste, para la tutelante es reducida e insuficiente y le afecta su mínimo vital. 
En relación con el término durante el cual se tiene derecho a la asistencia humanitaria, el artículo 15 de la Ley 387 de 1997 lo establecía en tres meses, prorrogables por otros tres más, pero la Corte Constitucional, en  sentencia C-278 de 2007 declaró la exequibilidad condicionada de esa disposición, bajo el entendido de que la asistencia sería prorrogable hasta tanto el afectado se encuentre en condiciones de asumir su propio sostenimiento. En ese fallo, se expresó: 

“Si bien es conveniente que la referencia temporal exista, debe ser flexible, sometida a que la reparación sea real y los medios eficaces y continuos, de acuerdo a las particularidades del caso, hasta salir de la vulnerabilidad que atosiga a la población afectada, particularmente en esa primera etapa de atención, en la cual se les debe garantizar condiciones de vida digna que hagan viable parar el agravio, en tránsito hacia una solución definitiva mediante la ejecución de programas serios y continuados de estabilización económica y social.

 

“Teniendo en cuenta, entonces, que el estatus de desplazado no depende del paso del tiempo sino de una condición material, dichos programas sólo pueden iniciarse cuando exista plena certeza de que el desplazado tiene satisfecho su derecho a la subsistencia mínima, al haber podido suplir sus necesidades más urgentes de alimentación, aseo personal, abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, aspectos a los que apunta este componente de atención de acuerdo con lo estipulado en el artículo 15 de la ley 387 de 1997”.

Frente al caso particular de la prórroga, la petición debe ser evaluada en cada evento para determinar si el afectado puede o no sostenerse por su propia cuenta, de acuerdo con los parámetros señalados en la última providencia que se ha citado, y requerirá una respuesta oportuna de Acción Social, que de ser positiva, ha de señalar la fecha cierta en que se hará la respectiva entrega. 

Aparece acreditado que la actora y su hija KENNIA LUCENA PINZON LONDOÑO, están inscritas en el Registro Único de la Población Desplazada desde el 08 de marzo de 2002 y han recibido ayuda humanitaria de emergencia como lo expresó en su respuesta la entidad accionada; hechos que además no ha negado la peticionaria. Mas, en la petición de tutela la interesada insiste en que requiere nuevamente la prórroga de la ayuda humanitaria, aduciendo ser mujer cabeza de hogar, con una hija menor a su cargo y sin empleo
.

Así las cosas, ante la ausencia de una respuesta de fondo por parte de la entidad demandada, que le permita conocer a la accionante si procede o no la prórroga de la ayuda humanitaria pedida en el escrito de tutela, se revocará el fallo de primera instancia que negó el amparo. 
En consecuencia, se concederá la tutela y se le ordenará a Acción Social que dentro del término de diez (10) días, contados a partir del día calendario siguiente a la notificación que se le haga de esta providencia, le practique al hogar de la tutelante la visita domiciliaria para determinar si a la fecha, requiere de la asistencia humanitaria adicional que reclama por esta vía, conforme a la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Le deberá informar a la peticionaria sobre su decisión que, de ser positiva, ha de señalar la fecha cierta en que se hará la respectiva entrega. 

Sin más consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:




1º) SE REVOCA la sentencia proferida el dieciocho (18) de junio del presente año por el JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA de la ciudad, en esta Acción de Tutela promovida por LUZ DARY LONDOÑO HERNANDEZ en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-.

2º) EN SU LUGAR se concede la tutela. Por tanto, se le ordena a la accionada que dentro del término de diez (10) días, contados a partir del día calendario siguiente a la notificación que se le haga de esta providencia, le practique al hogar de la tutelante la visita domiciliaria para determinar si a la fecha, requiere de la asistencia humanitaria adicional que reclama por esta vía. Le deberá informar a la peticionaria sobre su decisión que, de ser positiva, ha de señalar la fecha cierta en que se hará la respectiva entrega. 

3º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o. del Decreto 306 de 1992).





4º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
 Fernán Camilo Valencia López 





    (Con salvamento de voto)



     

� Folio 11, cuaderno No. 1
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